
AMPARO EN REVISIÓN 1292/2017 

1 

 

En atención a lo dispuesto en el artículo 73, segundo párrafo, 

de la Ley de Amparo, así como en la jurisprudencia de rubro: 

“PROYECTOS DE RESOLUCIÓN DE LA SUPREMA 

CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN Y DE LOS 

TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. SÓLO DEBEN 

PUBLICARSE AQUELLOS EN LOS QUE SE ANALICE LA 

CONSTITUCIONALIDAD O LA CONVENCIONALIDAD DE 

UNA NORMA GENERAL, O BIEN, SE REALICE LA 

INTERPRETACIÓN DIRECTA DE UN PRECEPTO 

CONSTITUCIONAL O DE UN TRATADO INTERNACIONAL 

EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS.1, a continuación 

se hace público el fragmento del proyecto de sentencia del 

Amparo en Revisión 1292/2017 en la cual se realiza el 

estudio de constitucionalidad respectivo: 

 
AMPARO EN REVISIÓN 1292/2017. 
QUEJOSA Y RECURRENTE: ********** 
 

MINISTRA PONENTE: NORMA LUCÍA PIÑA HERNÁNDEZ. 
SECRETARIO: GERARDO FLORES BÁEZ. 

 
 

 (…) 

 

20. Son infundados los conceptos de violación. 

 

21. El Tribunal Pleno de esta Suprema Corte ha sido consistente en 

sustentar que el principio de proporcionalidad tributaria reconocido 

en el artículo 31, fracción IV de la Constitución Federal, implica, 

esencialmente, que los sujetos pasivos de los impuestos 

contribuyan al gasto público en función de su respectiva capacidad 

contributiva, debiendo aportar una parte adecuada de sus ingresos, 

utilidades, rendimientos o la manifestación de riqueza gravada.  

                                                           
1 Jurisprudencia P./J 53/2014 (10ª.), publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Pleno, Libro 12, Noviembre de 2014, Tomo I, Página 61. 
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22. Conforme a ese principio los gravámenes deben fijarse de acuerdo 

con la capacidad económica de cada sujeto pasivo, de manera que 

las personas que obtengan ingresos elevados tributen en forma 

cualitativamente superior a los de medianos y reducidos recursos. 

 

23. Además, para que un gravamen sea proporcional debe existir 

congruencia entre el mismo y la capacidad contributiva de los 

causantes; entendida ésta como la potencialidad real de contribuir 

al gasto público que el legislador atribuye al sujeto pasivo del 

impuesto en el tributo de que se trate, tomando en consideración 

que todos los supuestos de las contribuciones tienen una naturaleza 

económica en la forma de una situación o de un movimiento de 

riqueza y las consecuencias tributarias son medidas en función de 

esa riqueza. 

 

24. Al respecto, es aplicable la jurisprudencia P./J. 10/2003, de rubro: 

“PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. DEBE EXISTIR 

CONGRUENCIA ENTRE EL TRIBUTO Y LA CAPACIDAD 

CONTRIBUTIVA DE LOS CAUSANTES”.2 

 

25. Asimismo, esta Primera Sala ha sostenido que, entre las 

erogaciones relevantes en materia de impuesto sobre la renta, 

deben distinguirse las necesarias para generar el ingreso del 

contribuyente, las cuales deben ser reconocidas por el legislador 

como conceptos deducibles, sin que su autorización en la 

normatividad pueda equipararse con concesiones graciosas, pues 

se trata de una exigencia del principio de proporcionalidad en 

materia tributaria, en su implicación de salvaguardar que la 

                                                           
2 Tesis publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVII, 
mayo de 2003, página 144, registro 184291. 
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capacidad contributiva idónea para concurrir al sostenimiento de los 

gastos públicos, se identifique con la renta neta de los causantes.  

 

26. Para distinguir éstas de aquellas erogaciones en las que no se 

observe la característica de ser necesarias e indispensables, las 

cuales no tendrían que ser reconocidas como deducciones 

autorizadas, pues su realización no es determinante para la 

obtención del ingreso, sin que ello obste para que el legislador 

pueda implementar mecanismos que permitan deducir cierto tipo de 

gastos que no sean estrictamente necesarios, ya sea en forma total 

o en parte —lo cual también suele obedecer a su aspiración de 

conseguir ciertas finalidades que pueden ser de naturaleza fiscal o 

extrafiscal—, pero sin tener obligación alguna de reconocer la 

deducción de dichas erogaciones, pues no debe perderse de vista 

que se trata del reconocimiento de efectos fiscales a una erogación 

no necesariamente vinculada con la generación de ingresos.3 

                                                           
3 Dicho criterio se encuentra contenido en la jurisprudencia 1a./J. 103/2009, sustentada por esta 
Primera Sala, de rubro y texto: “DEDUCCIONES. CRITERIOS PARA DISTINGUIR LAS DIFERENCIAS ENTRE 
LAS CONTEMPLADAS EN LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, A LA LUZ DEL PRINCIPIO DE 
PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA CONSAGRADO EN EL ARTÍCULO 31, FRACCIÓN IV, 
CONSTITUCIONAL. De la interpretación sistemática de la Ley del Impuesto sobre la Renta pueden 
observarse dos tipos de erogaciones: a) las necesarias para generar el ingreso del contribuyente, las 
cuales deben ser reconocidas por el legislador, sin que su autorización en la normatividad pueda 
equipararse con concesiones graciosas, pues se trata de una exigencia del principio de 
proporcionalidad en materia tributaria, en su implicación de salvaguardar que la capacidad 
contributiva idónea para concurrir al sostenimiento de los gastos públicos, se identifique con la renta 
neta de los causantes. Ello no implica que no se puedan establecer requisitos o modalidades para su 
deducción, sino que válidamente pueden sujetarse a las condiciones establecidas por el legislador, 
debiendo precisarse que dicha decisión del creador de la norma se encuentra sujeta al juicio de 
razonabilidad, a fin de que la misma no se implemente de tal manera que se afecten los derechos de 
los gobernados; b) por otra parte, se aprecia que aquellas erogaciones en las que no se observe la 
característica de ser necesarias e indispensables, no tienen que ser reconocidas como deducciones 
autorizadas pues su realización no es determinante para la obtención del ingreso; no obstante ello, el 
legislador puede implementar mecanismos que permitan deducir cierto tipo de gastos que no sean 
estrictamente necesarios, ya sea en forma total o en parte -lo cual también suele obedecer a su 
aspiración de conseguir ciertas finalidades que pueden ser de naturaleza fiscal o extrafiscal-, pero sin 
tener obligación alguna de reconocer la deducción de dichas erogaciones, pues no debe perderse de 
vista que se trata del reconocimiento de efectos fiscales a una erogación no necesariamente 
vinculada con la generación de ingresos. Un ejemplo de este tipo de desembolsos son los donativos 
deducibles, las deducciones personales de las personas físicas, o bien, ciertos gastos de consumo, 
como acontece con los efectuados en restaurantes. La deducibilidad de dichas erogaciones es 
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27. Bajo dichas premisas, esta Primera Sala ha distinguido entre dos 

tipos de deducciones, a saber:  

 

28. 1. Estructurales que se identifican como figuras sustractivas o 

minorativas que tienen como funciones, entre otras, subjetivizar el 

gravamen, adecuándolo a las circunstancias personales del 

contribuyente; frenar o corregir los excesos de progresividad; 

coadyuvar a la discriminación cualitativa de rentas; o bien, rectificar 

situaciones peculiares derivadas de transferencias de recursos que 

son un signo de capacidad contributiva.  

 

29. En este rubro se ubican las deducciones que, por regla general, el 

legislador debe reconocer en acatamiento al principio de 

proporcionalidad tributaria para que el impuesto resultante se ajuste 

a la capacidad contributiva de los causantes.  

 

30. Ahora bien, los preceptos que reconocen este tipo de deducciones 

son normas jurídicas no autónomas —dada su vinculación con las 

que definen el presupuesto de hecho o los elementos de 

gravamen—, que perfilan los límites específicos del tributo, su 

estructura y función, se dirigen a coadyuvar al funcionamiento de 

éste y, en estricto sentido, no suponen una disminución en los 

recursos del erario, pues el Estado únicamente dejaría de percibir 

ingresos a los que formalmente parece tener acceso, pero que 

materialmente no le corresponden; de ahí que estas deducciones 

no pueden equipararse o sustituirse con subvenciones públicas o 

asignaciones directas de recursos, ya que no tienen como finalidad 

                                                                                                                                                                      
otorgada -no reconocida- por el legislador y obedece a razones sociales, económicas o extrafiscales”. 
Tesis publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, 
diciembre de 2009, página 108, registro 165832. 
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prioritaria la promoción de conductas, aunque debe reconocerse 

que no excluyen la posibilidad de asumir finalidades extrafiscales.  

 

31. 2. No estructurales o “beneficios”, las cuales son figuras 

sustractivas que también auxilian en la configuración de las 

modalidades de la base imponible del impuesto sobre la renta pero 

que, a diferencia de las estructurales, tienen como objetivo conferir 

o generar posiciones preferenciales, o bien, pretender obtener 

alguna finalidad específica, ya sea propia de la política fiscal del 

Estado o de carácter extrafiscal. 

 

32. Estas deducciones son producto de una sanción positiva prevista 

por una norma típicamente promocional y pueden suscribirse entre 

los denominados "gastos fiscales", es decir, los originados por la 

disminución o reducción de tributos, traduciéndose en la no 

obtención de un ingreso público como consecuencia de la 

concesión de beneficios fiscales orientados al logro de la política 

económica o social; tales deducciones sí pueden equipararse o 

sustituirse por subvenciones públicas, pues en estos beneficios se 

tiene como objetivo prioritario plasmar criterios de extrafiscalidad 

justificados en razones de interés público.4 

 

                                                           
4 Criterio establecido en la Jurisprudencia 1a./J. 15/2011, sustentada por esta Primera Sala 

de la Suprema Corte, de rubro: “DEDUCCIONES ESTRUCTURALES Y NO ESTRUCTURALES. 

RAZONES QUE PUEDEN JUSTIFICAR SU INCORPORACIÓN EN EL DISEÑO NORMATIVO DEL 

CÁLCULO DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA”.- Tesis publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, febrero de 2011, página 170, registro 

162889. 
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33. Ahora bien, el artículo 151 de la Ley del Impuesto sobre la Renta 

vigente en dos mil dieciséis,5 establece los distintos tipos de 

                                                           
5 “Artículo 151. Las personas físicas residentes en el país que obtengan ingresos de los señalados en 
este Título, para calcular su impuesto anual, podrán hacer, además de las deducciones autorizadas en 
cada Capítulo de esta Ley que les correspondan, las siguientes deducciones personales: 
I. Los pagos por honorarios médicos y dentales, así como los gastos hospitalarios, efectuados por el 
contribuyente para sí, para su cónyuge o para la persona con quien viva en concubinato y para sus 
ascendientes o descendientes en línea recta, siempre que dichas personas no perciban durante el 
año de calendario ingresos en cantidad igual o superior a la que resulte de calcular el salario mínimo 
general del área geográfica del contribuyente elevado al año, y se efectúen mediante cheque 
nominativo del contribuyente, transferencias electrónicas de fondos, desde cuentas abiertas a 
nombre del contribuyente en instituciones que componen el sistema financiero y las entidades que 
para tal efecto autorice el Banco de México o mediante tarjeta de crédito, de débito, o de servicios. 
Las autoridades fiscales podrán liberar de la obligación de pagar las erogaciones a través de los 
medios establecidos en el párrafo anterior, cuando las mismas se efectúen en poblaciones o en zonas 
rurales sin servicios financieros. 
II. Los gastos de funerales en la parte en que no excedan del salario mínimo general del área 
geográfica del contribuyente elevado al año, efectuados para las personas señaladas en la fracción 
que antecede. 
III. Los donativos no onerosos ni remunerativos, que satisfagan los requisitos previstos en esta Ley y 
en las reglas generales que para el efecto establezca el Servicio de Administración Tributaria y que se 
otorguen en los siguientes casos: 
a) A la Federación, a las entidades federativas o los municipios, a sus organismos descentralizados 
que tributen conforme al Título III de la presente Ley, así como a los organismos internacionales de 
los que México sea miembro de pleno derecho, siempre que los fines para los que fueron creados, 
correspondan a las actividades por las que se puede obtener autorización para recibir donativos 
deducibles de impuestos. 
b) A las entidades a las que se refiere el sexto párrafo del artículo 82 de esta Ley. 
c) A las entidades a que se refieren los artículos 79, fracción XIX y 82 de esta Ley. 
d) A las personas morales a las que se refieren las fracciones VI, X, XI, XX y XXV del artículo 79 de esta 
Ley y que cumplan con los requisitos establecidos en el artículo 82 de la misma Ley. 
e) A las asociaciones y sociedades civiles que otorguen becas y cumplan con los requisitos del artículo 
83 de esta Ley. 
f) A programas de escuela empresa. 
El Servicio de Administración Tributaria publicará en el Diario Oficial de la Federación y dará a 
conocer en su página electrónica de Internet los datos de las instituciones a que se refieren los incisos 
b), c), d) y e) de esta fracción que reúnan los requisitos antes señalados. 
Tratándose de donativos otorgados a instituciones de enseñanza serán deducibles siempre que sean 
establecimientos públicos o de propiedad de particulares que tengan autorización o reconocimiento 
de validez oficial de estudios en los términos de la Ley General de Educación, se destinen a la 
adquisición de bienes de inversión, a la investigación científica o desarrollo de tecnología, así como a 
gastos de administración hasta por el monto, en este último caso, que señale el Reglamento de esta 
Ley; se trate de donaciones no onerosas ni remunerativas, conforme a las reglas generales que al 
efecto determine la Secretaría de Educación Pública, y dichas instituciones no hayan distribuido 
remanentes a sus socios o integrantes en los últimos cinco años. 
El monto total de los donativos a que se refiere esta fracción será deducible hasta por una cantidad 
que no exceda del 7% de los ingresos acumulables que sirvan de base para calcular el impuesto sobre 
la renta a cargo del contribuyente en el ejercicio inmediato anterior a aquél en el que se efectúe la 
deducción, antes de aplicar las deducciones a que se refiere el presente artículo. Cuando se realicen 
donativos a favor de la Federación, de las entidades federativas, de los municipios, o de sus 
organismos descentralizados, el monto deducible no podrá exceder del 4% de los ingresos 
acumulables a que se refiere este párrafo, sin que en ningún caso el límite de la deducción tratándose 
de estos donativos, y de los realizados a donatarias autorizadas distintas, exceda del 7% citado. 
Cuando se otorguen donativos entre partes relacionadas, la donataria no podrá contratar con su 
parte relacionada que le efectúo el donativo, la prestación de servicios, la enajenación, o el 
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otorgamiento del uso o goce temporal de bienes. En caso contrario, el donante deberá considerar el 
monto de la deducción efectuada por el donativo correspondiente como un ingreso acumulable para 
efectos del cálculo del impuesto sobre la renta, actualizado desde la fecha en que se aplicó la 
deducción y hasta el momento en que se lleve a cabo su acumulación. 
IV. Los intereses reales efectivamente pagados en el ejercicio por créditos hipotecarios destinados a 
la adquisición de su casa habitación contratados con las instituciones integrantes del sistema 
financiero, siempre que el monto total de los créditos otorgados por dicho inmueble no exceda de 
setecientas cincuenta mil unidades de inversión. Para estos efectos, se considerarán como intereses 
reales el monto en el que los intereses efectivamente pagados en el ejercicio excedan al ajuste anual 
por inflación del mismo ejercicio y se determinará aplicando en lo conducente lo dispuesto en el 
tercer párrafo del artículo 134 de esta Ley, por el periodo que corresponda. 
Los integrantes del sistema financiero, a que se refiere el párrafo anterior, deberán expedir 
comprobante fiscal en el que conste el monto del interés real pagado por el contribuyente en el 
ejercicio de que se trate, en los términos que se establezca en las reglas que al efecto expida el 
Servicio de Administración Tributaria. 
V. Las aportaciones complementarias de retiro realizadas directamente en la subcuenta de 
aportaciones complementarias de retiro, en los términos de la Ley de los Sistemas de Ahorro para el 
Retiro o a las cuentas de planes personales de retiro, así como las aportaciones voluntarias realizadas 
a la subcuenta de aportaciones voluntarias, siempre que en este último caso dichas aportaciones 
cumplan con los requisitos de permanencia establecidos para los planes de retiro conforme al 
segundo párrafo de esta fracción. El monto de la deducción a que se refiere esta fracción será de 
hasta el 10% de los ingresos acumulables del contribuyente en el ejercicio, sin que dichas 
aportaciones excedan del equivalente a cinco salarios mínimos generales del área geográfica del 
contribuyente elevados al año. 
Para los efectos del párrafo anterior, se consideran planes personales de retiro, aquellas cuentas o 
canales de inversión, que se establezcan con el único fin de recibir y administrar recursos destinados 
exclusivamente para ser utilizados cuando el titular llegue a la edad de 65 años o en los casos de 
invalidez o incapacidad del titular para realizar un trabajo personal remunerado de conformidad con 
las leyes de seguridad social, siempre que sean administrados en cuentas individualizadas por 
instituciones de seguros, instituciones de crédito, casas de bolsa, administradoras de fondos para el 
retiro o sociedades operadoras de sociedades de inversión con autorización para operar en el país, y 
siempre que obtengan autorización previa del Servicio de Administración Tributaria. 
Cuando los recursos invertidos en las subcuentas de aportaciones complementarias de retiro, en las 
subcuentas de aportaciones voluntarias o en los planes personales de retiro, así como los 
rendimientos que ellos generen, se retiren antes de que se cumplan los requisitos establecidos en 
esta fracción, el retiro se considerará ingreso acumulable en los términos del Capítulo IX de este 
Título. 
En el caso de fallecimiento del titular del plan personal de retiro, el beneficiario designado o el 
heredero, estarán obligados a acumular a sus demás ingresos del ejercicio, los retiros que efectúe de 
la cuenta o canales de inversión, según sea el caso. 
VI. Las primas por seguros de gastos médicos, complementarios o independientes de los servicios de 
salud proporcionados por instituciones públicas de seguridad social, siempre que el beneficiario sea 
el propio contribuyente, su cónyuge o la persona con quien vive en concubinato, o sus ascendientes o 
descendientes, en línea recta. 
VII. Los gastos destinados a la transportación escolar de los descendientes en línea recta cuando ésta 
sea obligatoria en los términos de las disposiciones jurídicas del área donde la escuela se encuentre 
ubicada o cuando para todos los alumnos se incluya dicho gasto en la colegiatura. Para estos efectos, 
se deberá separar en el comprobante el monto que corresponda por concepto de transportación 
escolar y se efectúen mediante cheque nominativo del contribuyente, transferencias electrónicas de 
fondos, desde cuentas abiertas a nombre del contribuyente en instituciones que componen el 
sistema financiero y las entidades que para tal efecto autorice el Banco de México o mediante tarjeta 
de crédito, de débito, o de servicios. 
Las autoridades fiscales podrán liberar de la obligación de pagar las erogaciones a través de los 
medios establecidos en el párrafo anterior, cuando las mismas se efectúen en poblaciones o en zonas 
rurales sin servicios financieros. 
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deducciones personales que pueden hacer las personas físicas, 

además de las autorizadas en cada capítulo de dicha normativa. 

 

34. A su vez, del último párrafo del artículo 151 referido se derivan los 

límites impuestos a tales deducciones personales, pues se 

establece que el monto total de las deducciones que podrán 

efectuar los contribuyentes en los términos de ese artículo y del 

precepto 185, no podrá exceder de la cantidad que resulte menor 

entre cuatro salarios mínimos generales elevados al año del área 

geográfica del contribuyente, o del 10% del total de los ingresos del 

contribuyente, incluyendo aquéllos por los que no se pague el 

impuesto; que lo dispuesto con antelación, no será aplicable 

tratándose de los donativos a que se refiere la fracción III del 

artículo 151 de la ley respectiva. 

 

35. Con base en lo anterior, es de concluirse que resulta infundado el 

concepto de violación en el que se expone la violación al derecho 

fundamental de proporcionalidad tributaria establecido en el artículo 

31, fracción IV de la Constitución Federal, que impone se atienda a 

                                                                                                                                                                      
VIII. Los pagos efectuados por concepto del impuesto local sobre ingresos por salarios y en general 
por la prestación de un servicio personal subordinado, siempre que la tasa de dicho impuesto no 
exceda del 5%. 
Para determinar el área geográfica del contribuyente se atenderá al lugar donde se encuentre su casa 
habitación al 31 de diciembre del año de que se trate. Las personas que a la fecha citada tengan su 
domicilio fuera del territorio nacional, atenderán al área geográfica correspondiente al Distrito 
Federal. 
Para que procedan las deducciones a que se refieren las fracciones I y II que anteceden, se deberá 
acreditar mediante comprobantes fiscales, que las cantidades correspondientes fueron 
efectivamente pagadas en el año de calendario de que se trate a instituciones o personas residentes 
en el país. Si el contribuyente recupera parte de dichas cantidades, únicamente deducirá la diferencia 
no recuperada. 
Los requisitos de las deducciones establecidas en el Capítulo X de este Título no son aplicables a las 
deducciones personales a que se refiere este artículo. 
El monto total de las deducciones que podrán efectuar los contribuyentes en los términos de este 
artículo y del artículo 185, no podrá exceder de la cantidad que resulte menor entre cuatro salarios 
mínimos generales elevados al año del área geográfica del contribuyente, o del 10% del total de los 
ingresos del contribuyente, incluyendo aquéllos por los que no se pague el impuesto. Lo dispuesto en 
este párrafo, no será aplicable tratándose de los donativos a que se refiere la fracción III de este 
artículo”. 
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la verdadera capacidad contributiva de los gobernados sujetos al 

gravamen, lo que se cumple cuando la base gravable se constituye 

por la utilidad real, a la cual se arriba restando de los ingresos 

brutos los gastos que se realizaron para su obtención (deducciones 

estructurales). 

 

36. Así las cosas, las erogaciones que no están vinculadas con la 

generación de esos ingresos (deducciones no estructurales) no 

repercuten en la utilidad o renta gravable, por lo que no pueden 

calificarse como aminoraciones que el legislador deba contemplar 

forzosamente, a fin de observar el principio de proporcionalidad 

tributaria. 

 

37. Ahora, contrario a lo que propone la quejosa, las erogaciones que 

se reconocen como deducciones personales en el artículo 151 de la 

Ley del Impuesto sobre la Renta tienen el carácter de no 

estructurales, pues se refieren a los desembolsos efectuados con 

motivo de consumo personal, sea por su origen, por su propósito o 

por su efecto, es decir, se trata de gastos diversos y contingentes, 

dado que no son erogaciones que habitualmente deban realizarse 

para la generación de la utilidad o renta neta del tributo. 

 

38. De ahí que dichos gastos no son del tipo de erogaciones que el 

legislador debe reconocer para acatar el principio de 

proporcionalidad tributaria, por tanto, resultan infundados los 

argumentos en el sentido de que el límite a las deducciones 

personales —último párrafo del artículo 151 de la Ley del Impuesto 

sobre la Renta— viola el principio de proporcionalidad tributaria, 

establecido en el artículo 31, fracción IV, constitucional, toda vez 
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que el reconocimiento, desconocimiento o límite de dichos gastos 

personales no impacta en el aludido principio de justicia tributaria. 

 

39. Derivado de lo anterior, también resulta infundado el argumento 

relativo a que la proporcionalidad tributaria no sólo debe analizarse 

a través de las deducciones personales, ya que en dicha afirmación 

soslaya que, precisamente, las erogaciones a las que se les otorga 

ese carácter son las que se vinculan directamente con la 

generación del ingreso y, por ende, tienen un impacto en cuanto al 

reconocimiento de la verdadera capacidad contributiva de los 

gobernados, que es lo que tutela el principio de proporcionalidad 

tributaria. 

 

40. Además, aun cuando la realización de gastos personales disminuya 

el patrimonio de los contribuyentes, ello no implica que el legislador 

deba reconocer como deducciones la totalidad de los gastos en que 

incurren las personas físicas en su vida cotidiana, toda vez que 

dichos gastos, al ser de carácter personales, no cumplen con el 

criterio de estricta indispensabilidad, el cual es necesario para su 

reconocimiento en el ámbito tributario. 

 

41. De la misma manera, resultan infundadas las afirmaciones en el 

sentido de que las deducciones personales deben ser 

contempladas como erogaciones necesarias para la protección de 

los derechos fundamentales, así como que el legislador no puede 

eliminar cualquier clase de deducción, sin tomar en cuenta la 

afectación a los derechos y necesidades de los contribuyentes. 

 

42. Esto es así, dado que la circunstancia consistente en que los 

conceptos con los cuales se relacionan las erogaciones tenga 
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alguna vinculación con derechos fundamentales o, inclusive, con los 

servicios básicos que el Estado se encuentra obligado a garantizar 

o a prestar —salud, educación, transporte, retiro, vivienda, 

etcétera— no implica que exista un derecho constitucionalmente 

tutelado para exigir que sea precisamente a través de la legislación 

fiscal que se brinde esa tutela, específicamente concediendo un 

beneficio de carácter tributario al prever la posibilidad de deducir, 

sin limitante alguna, cantidades o erogaciones que no están 

vinculados con la generación del ingreso que es el objeto del 

impuesto sobre la renta. 

 

43. Efectivamente, si bien existen derechos humanos que el Estado 

debe promover, respetar, proteger y garantizar, así como servicios 

básicos que deben brindarse, por lo que existe un correlativo 

derecho de los particulares para exigir que ello ocurra, lo cierto es 

que tal circunstancia no implica que exista el derecho constitucional 

de exigir que esa tutela invariablemente se implemente a través de 

la legislación tributaria, concediendo un beneficio fiscal 

determinado, como lo sería el otorgar la deducción total de 

erogaciones que no están vinculadas indispensablemente con el 

ingreso gravado.  

 

44. Igualmente, debe considerarse que el establecimiento de las 

deducciones personales señaladas en el artículo 151 de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta, así como las modalidades, condiciones o 

límites en los que lleguen a ser recogidas en la ley, de ser el caso, 

no deben someterse a parámetros de exigibilidad constitucional, 

sino que su incorporación al sistema tributario está supeditada a la 

voluntad del creador de la norma, como aspecto propio del amplio 
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margen de libertad con el que cuenta el legislador para la 

configuración de dicho sistema.6 

 

45. También es infundado el planteamiento de la quejosa en el cual 

argumenta que el sistema de deducciones personales anterior a dos 

mil catorce implicaba una regulación legal que promovía en 

términos más amplios diversos derechos fundamentales. 

 

46. Lo infundado de dicho argumento obedece a que esta Suprema 

Corte ha considerado que, de conformidad con el artículo 31, 

fracción IV de la Constitución Federal, la contribución al gasto 

público tiene la naturaleza de una obligación y no de un bien o 

derecho que ingrese al patrimonio del contribuyente. 

 

47. Además, el legislador tiene libertad de configuración para diseñar el 

sistema económico y tributario del país, conforme a las condiciones, 

                                                           
6 Es aplicable al caso la tesis P. XXXIX/2011 (9a.), sustentada por el Pleno de este Máximo Tribunal 
Constitucional, que establece: “POLÍTICA TRIBUTARIA. LAS RAZONES Y CONSIDERACIONES 
EXPRESADAS EN EL PROCESO DE CREACIÓN DE UN TRIBUTO, SE ENCUENTRAN INMERSAS EN EL 
CAMPO DE AQUÉLLA, POR LO QUE NO ESTÁN SUJETAS AL ESCRUTINIO CONSTITUCIONAL EN SEDE 
JURISDICCIONAL. El diseño del sistema tributario a nivel de leyes pertenece al ámbito competencial 
del Poder Legislativo y, para configurar los tributos desde el punto de vista normativo, debe definir la 
política tributaria, entendida como todos aquellos postulados, directrices, criterios o lineamientos 
fijados por el Estado para distribuir la carga impositiva que recaerá en el sistema económico con el 
objetivo de financiar los gastos públicos a través de la percepción de ingresos tributarios. En ese 
ámbito de facultades constitucionales, el legislador considerará aspectos tales como: a) La estructura 
formal y funcional del sistema impositivo; b) La distribución social, sectorial y espacial de la carga 
impositiva; c) Los efectos paramétricos de los tributos sobre el comportamiento de los agentes 
económicos; y, d) La utilización de dichos efectos como herramientas dinámicas de acción del Estado 
sobre el sistema económico, con miras a influir en el ritmo y dirección del proceso de desarrollo. En 
ese tenor, si la configuración del sistema impositivo atiende a la política tributaria que el legislador 
estima idónea en un momento determinado y el desarrollo de dicha actividad en un entorno 
democrático corresponde de manera exclusiva al Poder Legislativo, ello implica que las razones o 
consideraciones que hubiese tenido en cuenta para crear un tributo y, en particular, para determinar 
el correspondiente objeto gravado que en su concepto manifieste idoneidad para contribuir al gasto 
público, escapan al escrutinio constitucional que pudiera emprenderse en sede jurisdiccional, habida 
cuenta que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no establece parámetro alguno 
al que deba ceñirse la política tributaria que decida emplear el legislador con tal finalidad, lo que no 
implica la inobservancia de otros principios constitucionales, la vigencia del principio democrático y la 
reserva de ley en materia impositiva.- Tesis publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Décima Época, Libro I, octubre de 2011, Tomo 1, página 595, registro 160802. 
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directrices y objetivos que se tracen en un momento determinado. 

De esta manera, corresponde en exclusiva al creador de la norma 

implementar o modificar un tributo o determinado régimen fiscal, así 

como, inclusive, eliminarlo.  

 

48. Por tales motivos, la reforma en materia de derechos humanos, 

específicamente en lo que respecta al artículo 1 de la Constitución 

Federal, no tiene el alcance de que los contribuyentes adquieran el 

derecho a ser gravados siempre sobre una misma base y tasa e 

incluso de disfrutar de beneficios tributarios. 

 

49. Consecuentemente, no puede afirmarse que la sentencia recurrida 

parta de una premisa no congruente con las exigencias 

constitucionales de no regresividad contenidas en el artículo 1 de la 

Constitución General de la República.7 

 

50. Respecto a los temas antes señalados, similar criterio sostuvo 

esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

al resolver, por unanimidad de votos, el amparo en revisión 

914/2017 en sesión de siete de marzo de dos mil diecisiete bajo la 

ponencia del Señor Ministro José Ramón Cossío Díaz. 

 

51. Consecuentemente, ante lo infundado de los conceptos de 

violación, procede negar la protección constitucional solicitada 

respecto del artículo 151, último párrafo, de la Ley del Impuesto 

                                                           
7 Tal criterio se encuentra contenido en la tesis 2a. XXIII/2017 (10a.) sustentada por la 

Segunda Sala, que esta Primera Sala comparte, cuyo rubro dice: “RENTA. LOS ARTÍCULOS 96 

Y 152 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, NO 

VIOLAN EL PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD DE LOS DERECHOS HUMANOS”.- Tesis publicada 

en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 40, marzo de 

2017, Tomo II, página 1416, registro 2013904. 
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Sobre la Renta vigente a partir del uno de enero de dos mil 

dieciséis. 

 

52. SÉPTIMO. Revisión adhesiva sin materia. Bajo las 

consideraciones anteriores debe quedar sin materia la revisión 

adhesiva interpuesta por el Delegado de la autoridad responsable 

Presidente de la República, por lo que respecta a la materia 

competencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

 

53. Al respecto, es aplicable lo sostenido en la jurisprudencia 2ª/J. 

166/2007, de rubro “REVISIÓN ADHESIVA EN AMPARO 

INDIRECTO. DEBE DECLARARSE SIN MATERIA SI LA REVISIÓN 

PRINCIPAL RESULTA INFUNDADA.8” 

 

54. Por lo expuesto y fundado, se 

 

(…).” 

 

                                                           
8 El texto de la tesis es el siguiente: El artículo 83, fracción IV, de la Ley de Amparo prevé la 
procedencia del recurso de revisión contra las sentencias pronunciadas por los Jueces de Distrito, y 
en su último párrafo establece que en todos los casos a que se refiere ese precepto, la parte que 
obtuvo resolución favorable a sus intereses puede adherirse a la revisión principal. Ahora bien, si se 
toma en cuenta que el recurso de revisión adhesiva carece de autonomía, al señalar el párrafo 
indicado que la adhesión al recurso sigue la suerte procesal de éste, es evidente que si la revisión 
principal resulta infundada, aquél debe declararse sin materia, por su naturaleza accesoria. Publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XXVI, septiembre de 2007, pág. 552, 
registro 171304. 


